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f DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
REPUBLICA DOMINICANA. 

LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA. 
EN NOM~RE DE LA REPÚBLICA • 

. ---
Sobre el recurso de casación interpuesto por el Licencia­

do Julio F. Peynad.o, abogado, de este domicilio y residencia, 
en su calidad de acreedor de los Señores Mónica Orfilia y Luis 
Arturb Alardo Read y Amada Patria de la Altagracia Alardo y 
Santillant, herederos del señor Elizardo Arturo Alardo, y en 
ejercicio de los dereébos de éstos, contra la Decisión No. 1 
del tribunal Superior de Tierras, de fecha seis del mes de No-­
viembre dei-añ9 mil novecientos treinta y tres, dictada en favor 
del señor Leopoldo Ricart Oljves. 

Visto el memorial de casación presentado. por los Licen- ~ .· > 
ciados Julio F. Peynado e l. A. Cernuda, abogados de la parte 
recurrente, en el· cual se alega contra la sentenda impugnada, 
las violaciones que más adelante se expondrán. 

Oído al Magistrado Juez Relator. • 
Oído al Licenciado Julio F. Peynado, por sí y por el Licen­

ciado l. A. Cernuda, abogados de la parte intimante, en su es­
crito de alegatos, ampliación y conclusione.s. 
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Oído al Licenciado J. A. Bonilla Atiles, abogado de la p~r­
te intimada, en su escrito de réplica, ampliación y conclusiO-
n~. d 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General e la 
República. . . . . _ 

La Suprema Corte de Justicia, en fu~c10nes de ~orte de 
Casación, después de haber deliberado J' v1stos los ar~Ic.ulos .4 
de la Ley sobre Registro de Tierras, 22.)0, 2231 del Cod1go CI­
vil y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casació!L . 

Considerando, que del examen de la sentencia Impugna­
da resulta: 1o., que ante el Juez de Jurisdicción Original re­
clamaron la própiedad de un solar y sus mejoras de la Man­
zana No. 376, Distrito Catastral No. 26 (solar al cual corres­
pondió el No. 3 provisional) Leopoldo Ricart Olives, peticionario 
de _M mensura de dicha porción de terreno, y de otra parte, el 
Li&nciado Julio F. Peynado, por sí, en su calidad de acreedor 
hipotecario del Dr. Elizardo Arturo Al ardo y sus causahabien­
tes, en ~1 ejer~icio de los ~~phos de éstos; 2o.,. que Adriana 
Ay bar vmda Rtcart y Rafael .ÁW!rdo y ~yberal fue1 on llamados 
en garantía; 3o., que previo informat(io, el indicado Juez de 
Jurisdicción Original rindió su ·decisión_ No. 1, en fecha vein­
tidos de Diciembre de mil noveciento~ treinta ~dos. por la cual, 
además de <>¡ue se asignó el No. 3 provisional al referido solar, 

· se rechazó las reclamaciones de los sucesores _de Elizardo Ar­
turo Alardo y Licenciado Julio F. Peynado y se reconoció la 
propiedad de la citada porción de terreno en favor de Leopol­
do Ricart Olives, en cuyo provecho se ordenó el registro del 
derech0 de título correspondiente; 4o., que no conforme con 
esa decisión, interpuso recUTso de apelación contra ella, en fe­
cha die:Z y nueve de Enero de mil novecientos treinta y tres, el Li­
cenciado Julio F. Peynado; So., que asimismo interpusieron 
'recurso de apelación, contra dicha decisión, Mónica Orfilia 
Alardo Read y Luis Arturo Alardo Read, en calidad de herede­
ros de Elizardo Arturo Alardo, en fecha veinte de Enero de mil 
novecientos treinta y tres; 6o., que el Tribunal Superior de Tier­
ras, por sentencia No. 1, de fecha seis de Noviembre dé mif 
novecien~os treint~ y tres, rec;hazó las apelaciones interpuestas, 
por considerarlas mfundadas, y confirmó la mencionada de­
cisión rendida, como queda dicho, en fecha v.eintidos de Di­
~~~mbr~ ~e mil novecientos treinta y dos, por elJuez de Jurisdic­
cton ~ngmal, ordenando además, que desde que su sentencia 
fuese Irrevoc.abl~ y fuesen. cumplidos los requisitos a que se re­
fi~re, se expida el Decreto de Registro de Títulos correspon-
diente. _ -

Considerando, que contra 1~ sentencia dictada por el Tri-

• 
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bun~l Superior de Tierras, en fecha seis de Noviembre d€ mil 
novecientos treinta y .tres, ha -interpuesto recurso de casación el 
Licenciado Julio F. Peynado, actuando en calidad de acreedor 
de los herederos de· Elizardo Arturo Alardo, Mónica Orfilia 
Alardo Read, Luis Arturo Alardo . Read y Amada Patria de -- la 
Altagracia Alardo Santillant, recurso que funda en los siguien· 
tes medios: 1o., violación de los artículos. 2231, 2236, 2238 y 
2240 del Código Civil; 2o., violación de los artículos 2219, 2228 
y 2229 del mismo· Código; 3o., violacióri de los artículos 1372, 
1373 y 1999 de dicho Cód_igo;- 4o. violación de los artículos 
544, 2232, 1121, 1122, 13 75 del indicado Código; 5o.; viola­
ción de los artículos 1315 y 1319 de dicho Código Civil, y 6o., 
violación del artíctJlo 4o. de la Ley de Registro de Tierras. 

Considerando, que procede, · ante todo, el examen del me­
dio de casación, relativo a la motivación de la sentenci~m­
pugnada, basado en el artículo 4 de Ja Ley de Registro de 
Tierras. 

Considerando, que la senten~recurrida se limita ·a re7 
conocer que la de~isió¡. del Ju!Zde Jurisdicción Original "es'" 
tá basada en una justa i\preciación de los hechos y en una cor­
recta aplicación de la Ley", agregando, ''que los apelantes, Li­
cenciado Julio i Peynado y los sefiores Mónica Orfilia Alar­
do Read y Luis Arturo Alardo Read, sucesores estos últimos 
del Dr. Elizardo· Arturo Alardo, no lian presentado prue­
.bas que hagan variar los motivos ·en_ que fundara su decisión 
el Juez de Jurisdicción Original. motivos que hace suyos este 
Tribunal Superior; y por eso rechaza las apeladones antes 
enunciadas". 

Considerando, que, en tales condiciones, ia Suprema Cor­
te de Justicia, en funciones de Corte de Casación, debe exa­
minar si la indicada sentencia del Juez de Jurisdicción Origi­
nal contiene motivos que, aunque sucintos, justifiquen el fallo 
confirmado por el Tribunal Superior de Tierras, por su senten­
ten€ia que es objeto del presente recurso. 

Considerando, que consta en la referida sentencia que, por 
un acto de fecha veinticuatro de Julio de mil ochocientos se­
senta y nueve, instrumentado por el Notario Público del nú:.. 
mero de los de la común de Santo Domingo, Bernardo de Je­
sús González, vendió Luis Joaquín Betances al menor Elizardo 
Arturo Alardo y Montalvo, representado por su legitimo padre 
Rafael Alardo, el solar y la casa ubicada en el mismo, marca­
da con el No. 43 de la calle hoy nombrada Arzobispo Nouel, 
esquina a la calle actualmente José Reyes, casa y solar que 
son objeto de la presente litis; que consta también en la sen­
tencia referida, de ·acuerdo con el citado acto notarial, que el 



6. BOLETÍN JUDICIAL. 

precio de la compra fué pagado por dicho Rafael Alardo, en 
nombre de su aludido hijo menor, y que para el pago de· una 
parte de tal precio fué transferida al vendedor la propiedad de 

. media casa que .!\sunción Teberal viuda Alardo había donado a 
su nieto, el indicado comprador, Elizardo Arturo Alardo y Mon­
talvo. 

Considerando, que, al solicitar del Tribunal Superior de 
Tierras la revocacióri, en todas sus partes, de la sentencia del 
Juez de Jurisdicción Original, el actual recurrente en casación, 
Licenciado Julio F. Peynado, concluyó especialmente pidiendo 
que reconociera: "(a) Que Rafael Alardo, al comprar el inmue­
ble en discusión, actuaba como tutor de hecho del menor Eli­
zardo Arturo Alardo, y que en esa virtud no podía tener mas 
derechos que un tutor legal y por tanto no podía beneficiarse 
pe_h'?onalmente del referido acto.-(b) Que actuando en esa ca­
lifr'c:id, Rafael Alardo representó válidamente a Elizardo Arturo 
Alardo y que el contrato de compra del inmueble creó dere­
chos directamente en be~<;_io de dicho Elizardo Arturo Alar­
do.~( e) Que con respecto ~la pres ripcjón alegada a favor 
de Rafael Alardo, se diga que no há l ~ gar a esa prescripción 
porque la posesión de dicho Rafael A:lardo comenzó a título 
precario y en ningún moinento hubo intervers~n de· ese título". 

Considerando, que el Tribunal Superior de Tierras al re­
chazar el pedimento del Licenciado Peynado, basado como que­
da transcrito (pedimento de que se ordenara el registro del 
indicado solar y sus meíoras, a favor de los herederos de Eli­
zardo Arturo Alardo y de que se ordenara también el registro 
de una hipoteca judicial sobre dicho inmueble a favor del pro­
pio Licenciado Julio F. Feynado) se encontraba en la obliga­
ción de motivar en su propia sentencia el rechazo de las con­
clí.Jsiones así presentadas por el promovente del pn~sente re­
curso, a menos que los motivos adoptados ,por el Juez de Ju­
risdicción Original, que dicho Tr.ibunal Superior ha hecho su­
yos, como queda expresado, respondieran a ello de manera 
clara, aunque sucinta. ' 

Considerando, que, como resultado del estudio de los mo­
tivos en que fundó el Juez de. Jurisdic<::ión Original su deci­
sión de fecha veintidos de . Diciembre de mil novecientos trein­
ta y dos, la Suprema Corte de Justicia, en el ejercicio de su 
poder de cont-rol, ha comprobado que el rechazo de las con­
clusiones presentadas por el mencionado Licenciado Julio F. 
Peynado no reposa sobre una motivación que responda al vo-. 
to de la ley; y esto es así, porque al rechazar implícitamente 
la pretensión del recurrente según la cual Rafael Alardo y Te­
beral actuó. como tutor de hecho del menor Elizardo Arturo 
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Alardo, esto es, en representación de dicho menor, la referida 
sentencia no dá para ello motivo alguno, como no dá ta_mpo­
co motivo que la justifiquen, en cuanto a la prescripción,que 
según la indicada sentencia se h~ realizado en-provecho de Ra­
fael Alardo y Tebetal, con relación al solar aludido y sus mejo-
ras. · · 

Considerando, que resulta, como queda dicho, del estu­
dio de la sentencia del Juez de Jurisdicción Original, ·que los 
aludidos solar y mejoras fueron adquiridos por el entonces me­
nor Elizardo Arturo Alardo, mediante la representación de su 
padre, Rafael Alardo y Teberal y que, de tal manera, este últi­
mo comenzó a poseer dicho inmueble no a título de pmpieta­
rio sino esencialmente precario; que, si es cierto que el ar­
tículo 2230 del Código Civil supone que se posee siempre por 
sí mismo y a' título de propietario, ese mismo artículo excep­
túa del dominio de tal presunción el caso en que se halléJA.O­
menzado a poseer por otro, caso para el cual el artículo TI'31 
del mismo Código establece la regla de que "cuando se ha em­
pezado a poseer por otro, se pr~e siempre que se posee 
bajo el mismo título·, si~ o hay ~ueba contraria", lo que sig­
nifica que cuando el éoi\Jienzo precario de la posesión ha sido 
probado la interversión del título no se presume y debe ser 
probada a su ve~ " 

Considerando, que, en el presente caso, 1~ referida sen­
tencia establece que Rafael Alardo y Teberal poseyó el inmue­
ble durante un período y con los caracteres legales para pres­
cribirlo; pero, apreciando que en ninguna parte de esa senten:. 
cia, a pesar de las conclusiones precisas y categóricas del Li­
cenciado Julio F. Peynado, resulta la prueba o la demostración 
de que el título del posesor precario haya sido intervertido de 
acuerdo con .los principios fundamentales de nuestro derecho, 
ya que la inacción de Elizardo Arturo Alardo, ni los procedi­
mientos de un embargo inmobiliario ni los demás argumentos 
en que pretende fundarse la sentencia a que se alude, pueden 
bastar para ello; que, especialmente, cuando la sentencia del 
Juez de Jurisdicción Original establece que "nada induce a 
creer que esa gestión (la de dicho Rafael Alardo y Teberal) de­
bía prolongarse y se prolongó para incluir en ella la adminis­
tración y conservación del inmue~le", ·lo hace olvídande los 
deberes y derechos del padre o del tutor con relación a los 
bienes del hijo menor o del pupilo, respectivamente, y violan­
do la regla del artículo 2231 del Código Civil, que ha sido. trans-

. crita más arriba, puesto que era indispensable, para la cor­
recta motivación de la ·sentencia recurrida, demostrar que Ra­
fael Alardo y Teberal dejó de poseer, administrar o conservar 
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por Elizardo· Arturo Alardo, mientras que al contrario, lo que 
dicha sentencia hace es fundarse en que no.se ha probado que 
continuara esas posesión, administración y conservación con 
dicho carácter. 

Considerando, que. en tales condiciones, tampoco se en,. 
cuentra motivada, de acuerdo con el texto legal cuya violación 
se invoc_a, la afirmación .que hace la sentencia impugnada con 
re<>pecto a la realización de la prescripción en provecho de Leo­
poldo Ricart Olives, por sí y-por sus causantes. 

Consid~rando, que, en esa virtud, procede acoger el me­
dio de casación basado en la violación del artículo 4 de la Ley 
de Registro de Tierras, sin que sea nece~ario examinar los 
otros medios en que funda su recursó el Licenciado Julio F. 
Peynado. 

Por tales motivos, casa la Decisión No. 1 del Tribunal Su­
pe¡,:ior de Tierras, de fecha seis de noviembre del año mil no­
vetlentos treinta y tres, dictada en favor del señor Leopoldo 
Ricart Olives, envía el asunto ante el mistno Tribunal Supe­
rior de Tierras, y conden~.la , p~í-te intimada al pago de las 
costas. , , . _ '\: ~ 

(Firmados)=/· A!cib.ades Roca.rLAugusto A. Jupiter.­
Dn- T. Franco Franco.-Mario A. Saviíión.-,p. de Herrera.­
N. H . .Pichardo. -

_ Dada y firmada ha sido la anterior sentencia por los Seño-
res Jueces que más arriba figuran, en la audiencia pública del 
día dieci:>iete del mes de Enero del año mil novecientos trein­
ta y cinco, lo que yo, Secretario General, certifico.-(Firmado): 
EtiG. A. ALVAREZ. 

--------
DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 

REPUBLICA DOMINICANA. 

LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA. 
\ 

EN NOMBRE DE LA REPUBLICA. 
-.---

Sobre el recurso de casación interpuesto por el señor Luis 
José Lora, albañil, del domicilio y residencia de Santiago, con­
tra sentencia dé la Alcaldía de la Primera Circunscripción de 
va común de Santiago, de fecha nueve de Junio del año mil no­
lecientos treinta y, tres, dictada en 1avor del señor froilán Ta­
vares. 
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res Jueces que más arriba figuran, en la audiencia pública del 
día dieci:>iete del mes de Enero del año mil novecientos trein­
ta y cinco, lo que yo, Secretario General, certifico.-(Firmado): 
EtiG. A. ALVAREZ. 

--------
DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 

REPUBLICA DOMINICANA. 

LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA. 
\ 

EN NOMBRE DE LA REPUBLICA. 
-.---

Sobre el recurso de casación interpuesto por el señor Luis 
José Lora, albañil, del domicilio y residencia de Santiago, con­
tra sentencia dé la Alcaldía de la Primera Circunscripción de 
va común de Santiago, de fecha nueve de Junio del año mil no­
lecientos treinta y, tres, dictada en 1avor del señor froilán Ta­
vares. 
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. Visto el memorial de casación presentado por el Licencia­
do R. A. Jorge Rivas, abogado de la parte recurrente, en el 
cual se alega contra la sentencia impugnada, las violaciones 
que más adelante se expondrán. · 

Oído al Magistrado Juez Relator. 
Oído ,al Licenciado Quírico Elpidio Pérez B., en represen- · 

tación del Licenciado R. A. Jorge Rivas, abogado de l"a parte 
intimante, eli su escrito de alegatos, ampliación. y conclusiones. · 

Oído al Licenciado Froilán Tavares hijo, abogado de la 
parte intimada, en su escrito de réplica, ampliación y conclu­
siones. 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 
la República. 

L~ Süprema Corte de Justicia, en funciones de Corte de 
Casación, después de haber deliberado y :vistos los artículos 
1315, 1344 y 1347 del Código Civil, 34, 36, 40 y 141 del ~i­
go de Procedimiento Civil, y 71 de la Ley sobre Procedimlemo 
de Casación. · · 

Considerando, que consta en~ntencia impugnada: 1o., 
que el señor Luis José ~\Jra derKndó, en fecha nueve de Ma­
yo de mil novecientos,.tr'\Ínta y tres, por ante la Alcaldía de la 
Primera Circunscr~pción de la comün .de Santiago, en cobro de 
veinte pesos, re~o de mayor suma, a Froilán Tavares; 2o., 
que, ante dicha A1caldía, el demandado Froilán Tavares conclu­
yó pidiendo que la aludida demanda fuese rechazada por im­
procedente, o que, a falta de ello, se ordenase un informativo 
para el mejor esclarecimiento del caso en discusión; 3o., que, 
ordenada la citada medida de instrucción, fueron oídos, el diez 
y nueve de •Mayo de mil novecientos treinta y tres, los testigos 
cuyos nombres figuran en la sentencia impugnada, previó el 
iuramento de ley; 4o., que en la audienda en que se conoció 
de dicho informativo ambas partes concluyeron ratificando sus 
anteriores conclusiones, pidiendo Tavares que el demandante 
Lora · fues.e condenado en las costas; So., que, .en fecha nueve 
de Junio de mil novecientos treinta y tres, fué rendida, por la 
menció11ada Alcaldía, la sentencia por la cual fué rechazada la 
demanda en referencia y condenado ·en· costos el demandante 
Luis José Lora. 

Considerando, que contra esa sentencia ha recurrido en ca­
sación dicho señor Luis José Lora, quien invoca, en tal recurso, 
las siguientes violaciones: 1o., la del' artículo 1347 del Código 
Civil; 2o., la de los artículos 34, 36 y 40 del Código de Proce­
dimiento Civil; y 3o., la de los artículos 1315 del Código Civil 
y 141 del de Procedimiento Civil. 

~n cuanto al primero y al último medios del recurso, esto 
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es·, !0s que .se fundan en la violación del a.rtículo 1347 del Có­
digo Civil, 141 del Código de Procedimiento Civil y 1315 de. 
aquel Código. 

Considerando .• que el recurrente alega que el. artículo 141 
del Código de Procedimiento Civil ha sido violado por la sen­
tencia -impugnada, porque "si es verdad que ésta contiene las 
conclusiones de las partes, los fundamentos y el dispositivo, 
no es menos verdad que no ocurre lo mismo respecto de la 
reláci'ón o exposición sumaria de los puntos de hecho y de de­
recho"; que, en cuanto al punto de hecho, el recurrente funda 
su alegato en que ••habiéndose ordenado un informativo (im­
procedente desde luego por aplicación del artículo 1344 del 
Código Civil)-, no consta en la sentencia impugnada en cual 
fecha fué ordenado ni en cual fecha tuvo lugar". 

Considerando, que tales afirmaciones del recurrente son 
c~pletam~nte infundadas. ya que en la sentencia atacada 
consta de manera clara, en uno de sus resultandos, "que el día 
y hora indicados por el ~o de citaciói1 que precede, ambas 
par:t€s comparecieron y, ~cluyeron respectivamente como 
arrioa se expresa, ordenándo~e depój ito de piezas por Secre­
taría y fijándos'e una de las próximasl.mdiencias para conocer 
del informativo solicitado", de donde resulta de modo indis-

. cutible que el informativo fué ordenado el ~ía de la primera 
comparecencia de las partes; que, en lo que se refiere a la fe­
cha en que Jtuvo lugar la mencionada medida de instrucción, 
consta igualmente, en el primer resultando de la sentencia im­
pugnada, "que, en fecha dieCinueve del mes de Mayo del año 
en curso, a las tres horas de h tarde, fueron oídos los señores 
Pedro A. Domínguez, Leonardo Domínguez y Félix Cruz, pre­
via juramentación de ley", lo que evidencia que el día y la hora 
así indicados fúeron los en que tuvo lugar el referido informa­
tivo. 

Considerando, que Luis José Lora funda su alegato . rela­
tivo al punto de derecho en que el .Juez Alcalde ha dado mo­
tivos vagos e insuficientes y sumamente criticables puesto que, 
sin precisar las fecl1as, valor y vencimiento de cada uno de los 
documentos que admitió como constitutivos de un principio de 
prueba ,por escrito, tomó tales documentos como base de su 
afirmación de que lo pagado por el señor Froilán Tavares a los 
albañiles Félix Cruz, Leonardo Domínguez, Pedro A. Domín­
guez y al mismo demandante Luis José Lora, dan un total de 
$110.00 (Ciento diez pesos). .( 

Considerando, qlle, contrariamente a tal alegato, la sen­
tencia recurrida, por sus dos primeros considerandos, ha res­
pondido, con precisión y claridad suficiente, a la cuestión que 
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las partes plantearon ante el Juez Alcalde apoderado del caso, 
esto es, si el contrato concerniente a trabajos de albañilería, 
que intervino entre las citadas personas y el intimado Tavares, 
lo fué por ciento diez pesos o por ciento treinta, cuestión de 
donde las partes hicieron depender, como lo confirma ei- pro­
pio memorial del recurrente, la existencia o inexistenci¡:¡ de la 
deuda cuyo pago era reclamado; que, en el primero de · esQS 
considerandos, el Juez a-quo declara expresamente que los 
elementos de prueba los ha deducido del 'informativo realiza­
do, aunque en su tercer considerando hace alusión adremás a 
los documentos a que se refiere el recurrente Lora; que en tal 
virtud, no puede ser considerada como necesaria,. para la-cor­
recta motivación de la sentencia impugnada, la constancia de 
los datos a que alude dicho recurrente. 

Considerando, que, además, de acuerdo con la doctrina y · 
la jurisprudencia del pais de origen de nuestra legislació.a 
ley no prevé ninguna forma sacramental para la enunciación 
de los puntos de hecho y de derec.Jl9."que basta qu·e estos sean 
enunciados suficientemate, dept"fllquiera manera y en cual­
quiera parte que se hag en la sentencia; o que el conociPiien.: 
to de Jos puntos de hech y de derecho resulté de la éompára­
ción de las conclusiones de las partes· con los motivos de la 
sentencia; que, :lfortiori, en el presente caso, la sentencia res­
ponde al voto de la ley, ya que contiene la ·copia del acto in­
troductivo de instancia, un resumen sucinto del procedimiento, 
las conclusiones de las partes y motivos suficientemente clar0s 
y precisos; que, por lo tanto, no ha sido violado el artículo 141 
del Código de Procedimiento Civil. 

Considerando que tampoco ha violado la sentencia recur­
rida el artículo 1315 del Código Civil, porque, como queda ex­
puesto, en ella se establece, por los m·otivos del primero y se­
gündo considerandos, que del informativo realizado resulta que 
la demanda es improcedente y mal fundada, y~ que fué pQr 
tal medio . de instrucción probado que el precio dd trabajo ~e 
albañilería realizado fué el de ciento diez pesos y no el de cien­
to treinta; que, en consecuencia, en lugar de esperar el deman­
dado Froiláil_Tavares, como era su derecho, que su adversario 
Luis José Lora probase la obligación qüe éste pretendía a su 
cargo, dicho Tavares ha hecho más, puesto que ha probado su 
liberación total. 

Considerando, que si es cierto que el tercer considerando 
de la sentencia recurrida es realmente criticable, cuando dá el 
nombre de principio de pruebá por escrito a los documentos 
suscritos por Froilán Tavares e invocados a favor de éste, no es 
menos cierto que este motivo puede y debe ser ·apreciado como 
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supérfluo, ya que el dispositivo de dicha sentencia se justifica 
plenamente por los dos primeros considerandos, en los cuales, 
como queda expresado, el Juez a-quo se refiere exclusiva­
mente a los resultandos del informativo y ha deducido de éste 
elementos de prueba sufidentes. 

Considerando, que, inútilmente alega Luis José Lora que, 
al llegar a su dispositivo , la sentencia recurrida cita especial­
mente el artículo 1347 del Código Civil; que, en efecto, el dis­
positivo de una sentencia se esclarece relacionándolo con las 
otras ~rtes de ésta y, especialmente, ~on los motivos; que, en 
el presente caso, de esta relación resulta, con toda claridad, 
que, como se ha dicho, el dispositivo de la sentencia ataca­
da ha encontrado base suficiente en la prueba testimonial rea­
lizad<!, comprobación que resulta más evidente todavía cuan­
d~"e recuerda que el .demandado Tavares pidió que se ordena­
rá• e-f referido informativo precisamente péi ra probar que debía 
ser descargado de la demanda; que, en esas condiciones la 
omisión de otros artículo~~rr la enu~eración efectuada por la 
sentencia, no podría ser con'S%erada s' jlO como, un simple error 
materia'l, así como la mención del di .no artículo 1347 del Có­
digo Civil debe ser considerada como supérflua. 

Considerando, que, en consecuencia, ta~.poco ha sido vio­
lado el artículo 1347 del Código Civil. 

En cuanto al segundo medio, e~ decir, el que se funda en 
la violación de los artículos 34, 36 y 40 del Código de Proce­
dimiento Civil. 

Considerando, que si el artículo 1344 del Código Civil es­
tablece que "La prueba testimonial en la demanda de una su­
ma, aunque menor de treinta pesos, no puede admitirse, cuan­
do ha sido deClarada como siendo resto o fornúndo parte de 
llll crédito mayor que no esté probado por escrito", esta regla 
no interesa al orden público de tal manera que el Juez se en­
cuentre obligado a rechazar, de oficio, la prueba testimonial 
reclamada por una parte cuando la otra ha dado su consenti­
·miento a ello, expresa o tácitamente, consentimiento que im­
pi-de a la parte que lo ha dado alegar la nulidad de la sentencia 
que ordenó el informativo; que, en el caso que se encuentra 
sometido al examen de la Suprema Corte de Justicia, en fun­
ciones de Corte de Casación, resulta, de las circunstancias en 
que se desarrolló el procedimiento, que Luis José Lora consin­
tió en que se recurriera a la prueba testimonial, por lo que no 
puede dicho recurrente, como pretende hacerlo en varias par­
tes de .su memodal de pedimento, formular, contra la senten­
cia impugnada, el indicado reproche de nulidad. 

Considerando, en lo que conci.erne al artículo .34 del Códi-
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go de Procedimiento Civil, que el recurrente alega que la senL 
tencia que es objeto del presente recurso ha violado el indicado 
texto legal porque no fijó con precisión el . objeto de la prueba 
testimonial por ella ordenada; pero, atendido a que la disposi­
ción de dicho artículo 34 no reposa sobre consideraciones de 
orden público, y que ninguna prescripción de la ley prohibe 
a las partes consentir, expresa o tácitamente, en su inobser­
vancia; que, en hecho,. resulta de las circuilstancias de la cau­
sa que la medida de instrucción fué ordenada y el procedi­
miento correspondiente se desarrolló con el consentimiento, a 
lo menos tácito. de Luis José Lora; que, en tales condiciones, 
el recurrente no puede ser admitido a invocar, contra la sen­
tencia atacada, la violación del citado artículo 34 del Código 
de Procedimiento Civil. 

Considerando~ en lo que respecta al artículo 36 delJ¡di- . 
cado Código, que el recurrente alega que este texto legar ha 
sido violado, por la sentencia impugnada, porque no se expre­
sa en ésta que los test~·gos fuer~ídos separadamente y en 
presencia de las partes]' que, l~hligación de ?ír los test!gos 
por separado, no estal. rescnta a p~na de nulidad por dicho 
artículo; que, en segun<:to lugar, bastan, Rara la regularidad · 
del procedimierlio que se desarrolle ante los jueces alcaldes, 
en materia de informativos sumarios, menciones como las que 
figuran en la sentencia recurrida, ya que de los términos de 
esta sentencia se desprende que las declaraciones de los testi­
gos se hicieron ante las partes o sus apoderados especiales Q 

esas partes o apoderados debidamente advertidos; que, ade­
más, como el Juez Alcalde; en el caso sometido al examen de 
esta Suprema Corte de Justicia, juzgaba en primera y última 
instancia, Ílo procedía que se levantara a.cta de las declaracio­
nes de los testigos y bastaba por consecuencia. para los fines 
de la ley, las comprobaciones que figuran en la sentencia ata­
cada; que, por ello, resulta infundado todo alegato relativo a 
ausencia de firmas de los declarantes; que, en tal vi¡;tud, la 
mencionada sentencia no ha violado tampoco el artículo 36 
ce! Código de Procedimiento Civil. 

Considerando, en lo que relaciona con el artículo 40 del 
Código a que se acaba d~ hacer alusión, que Luis José Lora 
alega que de las mencio.nes comprendidas en el citado texto 
legal, solamente figuran los qombres de los testigos y sus ·pro­
fesiones; pero atendido a que contrariamente a dkfia preten­
sión, consta en la sentencia atacada que los testigos declara­
ron después de haber prestado el juramento prescrito por la 
ley, mención que comprueba el cumplimiento de dicha forma­
lidad sustancial; que, además, resulta del acto introductivo de 
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instancia (el cual fué copiado en la sentencia recurrida) que el 
mismo Luis José Lora indicó, con suficiente precisión, a las 
tres personas que figuraron · después en el informativo; que 
más tarde, no formuló dicho recurrente observación alguna 
con relación a este aspecto del indicado procedimiento testi­
monial; que esas circunstancias de la causa y las menciones 
contenidas en la sentencia impugnada, bas~an para cumplir el 
voto de la ley en lo que se refiere al indicado artículo 40 del 
Código de Procedimiento Civil, cuyé,ls prescripciones, en cuan­
to a lo que interesa al alegato del recurrente, están encamina~ 
das a establecer la identidad de los testigos. 

Considerando, que, por consecuencia, no ha incurrido la 
sentencia a que se refiere el presente recurso, en la violación 
del artículo 40 del Código de Procedimiento Civil, corno no ha 
violado tampoco los artículos 34 y 36 del mismo Códfgo; que, 
p6~J tanto, este medio debe ser también rechazado. 

Por tales motivos, rechaza el recurso de casación inter­
puesto p.or el· señor Luis~ Lora, contra sentencia de la Al-_ 
caldía de la Primera Circun~ción d~¡,a común de Santiago, 
de fecha nueve de Junio del año mil n vecientos treinta y tres, 
dictada en favor del señot Froilán Tav tres, y condena a la par­
te recurrente al pago de las costas. · . 

(Firmados): J. Alcibíades Roca.-Augu~to A. Jupiter.­
Dr . .. T. Franco Franco.-D. de Herrera.-Nario A. Saviíión.­
N. H. Pichardo.-Ap. de Castro Peláez. 

Dada y firmada ha sido la anterior sentencia por los Se­
ñores Jueces que más arriba figuran. en la audiencia pública 
del día veinticinco del mes de Enero del mil novecientos trein­
ta y cinco, lo que yo, Secretario General, certifico.-(Firma­
do): EuG. A.. ALVAREZ. 

~·-

DIOS, PATRIA Y LJBERT AD. 
REPUBLICA DOMINICANA. 

LA S()PREMA CORTE DE JUSTICIA .. 
EN NOMBRE DE LA REPÚBI~ICA. 

. Sobre el recurso de casación inte1:puesto por el Licenciado 
Julio Sánchez Gil hijo, en nombre y represéntación del señor 
Luis María de León, mayor de edad, soltero, agricultor, del 
domicilio y residencia de Ojo de Agua, sección de la común de 
Salcedo, contra sentencia de la Corte de Apelación del Depar-
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instancia (el cual fué copiado en la sentencia recurrida) que el 
mismo Luis José Lora indicó, con suficiente precisión, a las 
tres personas que figuraron · después en el informativo; que 
más tarde, no formuló dicho recurrente observación alguna 
con relación a este aspecto del indicado procedimiento testi­
monial; que esas circunstancias de la causa y las menciones 
contenidas en la sentencia impugnada, bas~an para cumplir el 
voto de la ley en lo que se refiere al indicado artículo 40 del 
Código de Procedimiento Civil, cuyé,ls prescripciones, en cuan­
to a lo que interesa al alegato del recurrente, están encamina~ 
das a establecer la identidad de los testigos. 

Considerando, que, por consecuencia, no ha incurrido la 
sentencia a que se refiere el presente recurso, en la violación 
del artículo 40 del Código de Procedimiento Civil, corno no ha 
violado tampoco los artículos 34 y 36 del mismo Códfgo; que, 
p6~J tanto, este medio debe ser también rechazado. 

Por tales motivos, rechaza el recurso de casación inter­
puesto p.or el· señor Luis~ Lora, contra sentencia de la Al-_ 
caldía de la Primera Circun~ción d~¡,a común de Santiago, 
de fecha nueve de Junio del año mil n vecientos treinta y tres, 
dictada en favor del señot Froilán Tav tres, y condena a la par­
te recurrente al pago de las costas. · . 

(Firmados): J. Alcibíades Roca.-Augu~to A. Jupiter.­
Dr . .. T. Franco Franco.-D. de Herrera.-Nario A. Saviíión.­
N. H. Pichardo.-Ap. de Castro Peláez. 

Dada y firmada ha sido la anterior sentencia por los Se­
ñores Jueces que más arriba figuran. en la audiencia pública 
del día veinticinco del mes de Enero del mil novecientos trein­
ta y cinco, lo que yo, Secretario General, certifico.-(Firma­
do): EuG. A.. ALVAREZ. 

~·-

DIOS, PATRIA Y LJBERT AD. 
REPUBLICA DOMINICANA. 

LA S()PREMA CORTE DE JUSTICIA .. 
EN NOMBRE DE LA REPÚBI~ICA. 

. Sobre el recurso de casación inte1:puesto por el Licenciado 
Julio Sánchez Gil hijo, en nombre y represéntación del señor 
Luis María de León, mayor de edad, soltero, agricultor, del 
domicilio y residencia de Ojo de Agua, sección de la común de 
Salcedo, contra sentencia de la Corte de Apelación del Depar-
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tamento de Santiago, de fecha veintisiete de óctubre del Q:IH 
novecientos treinta y cuatro, que lo condena ·a sufrir la pena 
de un año de prisión correccional y al pago" de las costas, por 
el delito de violación a la Ley No. 1051 en peouido de un me­
nor que tiene procreado con la señora María Lidia Tavárez. 

Vista el acta del recmso de casación levantada en la Se­
cretaría de la Corte de Apelación, de fecha cinco de noviem­
ore del mil novecientos treinta .y cuatro. 

Oído al Magistrado Juez Relator. 
Oído el dictamen · del Magistrado Procurador General de 

la República. · 
La Suprema Corre de Justicia, en funci'ones de Corte de 

Casación, después de haber deliberado, y;vistos los artículos 1 
y 2 de la Ley No.- 1051, 1317, "1319 y 55 y siguientes .del Có­
digo Civil, 71 de la Ley sobre Procedimiento qe Casación; así 
como las otras disposiciones legales que rijen la confesi, en 
nuestro derecho. · 

Considerando, que en el ai!ta d casación levatÚada en el 
presente recurso, el ab gado de cuhente,~ Licenciado Julio 
Sánchez Gil hijo, alega~~omo 1edios de casación, la violación 
de ros artículos 1317, 1\19 y 55 y sigui<mtes del Código Ci"vil, 
"así como las otras disposiciones legales que rigen la confe-
sión en nuestro.JJlerecho''. . 

Considerando, que la Ley No. 1051 dispone, en su artícu­
lo 1o., que "el padre en primer término, y la madre, .des­
pués, están obligados a alimentar, vestir, sostener, edUcar y 
procurar albergue a sus h.ijos menores de 18 año~ que hayan 
nacido o no dentro del matrimohio"; en su artículo 2o., que "el 
padre o la madre que faltare a esa obligación. q se negare a 
cumplirla y persista en su negativa después de haber sido . re­
querido a ello, sufrirá la pena de no menos de un año ni niás 
de dos de prisión correccional"; y, en el artículo 9o., que "la 
investigación de la paternidad queda permitida para los fiues 
de esta Ley, y podrá demostrarse por tod9 género de pruebas". 

Considerando, que la Corte de Apelación de Saptiago· .ha 
comprobado que se trata, en el presente caso, de filiación na­
tural para los fines de la mencionada ley 1051; que, por otra 
parte, la insinceridad de las declaraciones hechas ante el Ofi­
cial del Estado Civil h<1 sido también suficientemente compro­
bada. 

Considerando, que la sentencia impugnada se funda en 
las declaraciones de los testigos, las cuales llevaron a la Corte 
a-quo a la convicción de que el recurrente Lu!§ María de León 
es e.l padre del menor José polqres, procreado con María Li­
dia Tavárez; que, además, es constante, en la sentencia ataca-

• ¡ 

• 
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cla, que dieho recurrente desatendió a las obligaciones que te­
nía como padre, respecto de su mencionado hijo menor, a pe­
sar de haber sido requerido -a ello y sin que presentara una 
excusa atendible que justificara la conducta por él observada; 
que siendo así, al condenar al recurrei1te, después de revocar 
la sentencia apelada, a sufrir la pena de un año de prisión cor­
reccional, por vloladón a la Ley No .. 1051, la C::orte de Apela­
ción de Santiago no ha cometido ninguna de las violaciones 
invocadas en el presente caso y no ha hecho sino una correcta 
aplicación de las disposiciones de una Ley excepcional, . como 
lo es dicha Ley. _ 

Por tales motivos, PRIMERO: rechaza el recurso de ca­
sación interpuesto por el Licenciado Julio Sánchez Gil hijo, 
eri noJ1!bre y representación del señor Luis María de León, 
contra sentencia de la Corte de Apelación del Departamento de 
Sa.P,.tiago, de fecha veintisiete de octubre de mil novecientos 
trifiÜa y cuatro, que lo condena a sufrir la pena de un año de 
p_risió~1- correccional y al~ago de l~s. ~astas, por el delito _de 
vwlacwn a la Ley No. 1 -~n perJLII~¡o de un menor que tie­
ne procreado con la señora ·-.:1 .. ía Lidi Tavárez; y SEGUN DO: 
condena a dicho recurrente al pago d }las costas. 

(Firmados): J. Alcibíades Roca.-Augusto A. -.lupiter.­
Dr. T. Franco Franc;o.'7"D. de Herrera:-Na,.io A. Saviñón.­
N. H. Pichardo.-Ap. efe Castro Peláez. 

Dada y firmada ha sido la anterior sent¡ncia por lo~ se­
ñores Jueces que más arriba f.iguran, en la audiencia pública 
del día veintiocho del mes de Enero del mil novecientos trein­
ticinco, lo que yo, Secretario General, certífico.-(Firmado): 
EUG. A. ALVAREZ. 

-~-·---

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
REPUBLICA DOMINICANA 

LA SUPREMA CORTE DE Ji.JSTICIA. 

EN NOMBRE) DE LA REPÚBLICA. 
1 

Sobre el recurso de casación interpuesto ·por el señor He­
ribertq Rijo, agricultor, domiciliado y residente en la Sección 
de Gato, común de Higüey, Provincia del Seybo, c.ontra sen­
tencia dictada por el Ji.iez Eudaldo Troncoso de la Concha, del 

.. 
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cla, que dieho recurrente desatendió a las obligaciones que te­
nía como padre, respecto de su mencionado hijo menor, a pe­
sar de haber sido requerido -a ello y sin que presentara una 
excusa atendible que justificara la conducta por él observada; 
que siendo así, al condenar al recurrei1te, después de revocar 
la sentencia apelada, a sufrir la pena de un año de prisión cor­
reccional, por vloladón a la Ley No .. 1051, la C::orte de Apela­
ción de Santiago no ha cometido ninguna de las violaciones 
invocadas en el presente caso y no ha hecho sino una correcta 
aplicación de las disposiciones de una Ley excepcional, . como 
lo es dicha Ley. _ 

Por tales motivos, PRIMERO: rechaza el recurso de ca­
sación interpuesto por el Licenciado Julio Sánchez Gil hijo, 
eri noJ1!bre y representación del señor Luis María de León, 
contra sentencia de la Corte de Apelación del Departamento de 
Sa.P,.tiago, de fecha veintisiete de octubre de mil novecientos 
trifiÜa y cuatro, que lo condena a sufrir la pena de un año de 
p_risió~1- correccional y al~ago de l~s. ~astas, por el delito _de 
vwlacwn a la Ley No. 1 -~n perJLII~¡o de un menor que tie­
ne procreado con la señora ·-.:1 .. ía Lidi Tavárez; y SEGUN DO: 
condena a dicho recurrente al pago d }las costas. 

(Firmados): J. Alcibíades Roca.-Augusto A. -.lupiter.­
Dr. T. Franco Franc;o.'7"D. de Herrera:-Na,.io A. Saviñón.­
N. H. Pichardo.-Ap. efe Castro Peláez. 

Dada y firmada ha sido la anterior sent¡ncia por lo~ se­
ñores Jueces que más arriba f.iguran, en la audiencia pública 
del día veintiocho del mes de Enero del mil novecientos trein­
ticinco, lo que yo, Secretario General, certífico.-(Firmado): 
EUG. A. ALVAREZ. 

-~-·---

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
REPUBLICA DOMINICANA 

LA SUPREMA CORTE DE Ji.JSTICIA. 

EN NOMBRE) DE LA REPÚBLICA. 
1 

Sobre el recurso de casación interpuesto ·por el señor He­
ribertq Rijo, agricultor, domiciliado y residente en la Sección 
de Gato, común de Higüey, Provincia del Seybo, c.ontra sen­
tencia dictada por el Ji.iez Eudaldo Troncoso de la Concha, del 

.. 
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Tribunal de Tierras, de fecha diez y ocho del mes de Octubre del 
año mil novecientos treinta y tres, dictada en favor de The 
Central Romana, Inc. 

Visto el memorial de casación presentado por el Licencia­
do Baldemaro Rijo, abogado de la parte recurrente, en el cual 
se alega contra la sentencia impugnada tas violaciones que 
más adelante se expondrán. 

Oído al Magistrado Juez Relator. 
Oído al Licenciado Baldemaro Rijo, abogado de la parte 

intimante, en su escrito de alegatos, ampliación y conclusiones. 
Oído al Licenciado Domingo A. Estrada, por si y por el Li­

cenciado Julio F. Peynado, abogados de la parte intimada, en 
su escrito de réplica y conclusiones. 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República. 

La Suprema Corte de Justicia, en funciones de Cor~e 
Casación, después de haber deliberado y vistos los artículos 23, 
25, 34 y 141 del Código. de Proce~nto Civil, 4, 70 y 81 de 
la Ley de Registro de ~erras, ~"5 de la Ley 1154 y 71 de la 
Ley sobre Procedimient de Casación. 

Considerando, que ~ sulta del estudio de la sente_ncia im­
pugnada y de los hechos admitidos por ambas partes en sus 
respectivos merrf~riales: 1o., que en fecha diez de Marzo de mil 
novecientos treinta y tres, la Central Romana lnc. demandó en 
interdicto posesorio a Heriberto Rijo, ante l.a Alcaldía de la co­
mún de Higüey por turbación en la parcela No. 101 del Distri­
to Catastnll No. 10j4; 2o., que dicha Alcaldía, en fecha diez y 
siete de Marzo de mil novecientos treinta y tres, rindió su sen­
tencia por la cual condenó a dicho Heriberto Rijo al desalojo 
de la parcela en referencia, a la destrucció~ a costa de Rijo de 
todos los signos de posesión objeto de la turbación del inmue­
ble citado y, por último, al pago de las costas' del procedimien­
to; 3o., qúe no conforme Rijo -con dicha sentencia, interpuso, 
contra ésta, recurso de apelación, el día tres de Mayo de mil 
novecientos treinta y tres; 4o., que, en fecha cuátro de Julio 
de mil novecientos treinta y tres, el Tribunal Superior de Tier­
ras, ordenó el registro ele la parcela No. 101, Distrito Catas­
tral No. 10 ¡ 4, objeto de la litis a que se refiere el presente re­
curso, en favor de The Central Romana lnc., confirmando así 
la decisión de jurisdicción original, de fecha trece de Febrero 
de mil novecientos treinta y tres; y So., que en fecha diez y ocho 
de Octubre de ese mismo año de mil novecientos treinta y tres,­
el Juez designado por el Tribunal Superior de Tierras para co­
nocer de la apelación interpuesta, como queda dicho, contJ:a 
la sentencia djctada por la Alcaldía de Higüey, falló desésti-
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mando la mencionada apelación por improcedente, condenan­
do a Rijo al pago cJ·e los costos. 

Considerando, q11e contra la indicada decisión, de fecha 
diez y ocho de .Octubre del mil novecientos treinta y tres Heri­
:berto Rijo ha interpuesto recurso de . casación, basándolo en 
los sigt:Jientes medios: 1o .. ,. vio'lación de los artículos 23 y 34 
del Código de Procedimiento Civil; 2o., violación del artículo 
25 del mismo Código; y 3o., violación de los artículos 141 del 
:Código •de ;Procedimiento Civil y 4 de la Ley de Registro de 
Tierras . . · 

En• cuanto al medio, basado en la violación del artículo 
•141 del Código de Procedimiento Civil y 4 de la Ley de Regis­
tro de Tierras. 

Considerando, que el recurrente funda el presente medio 
e~s dos alegaciones siguientes: 1o., que "la indicada senten­
c1á'líel Tribunal de Tierras confirma implícitamente la senten­
cia de la Alcaldía de Hig§" e y, del diez y s.iete de Marzo del mil no­
vec,ientos. treinta y tres, ) ~? .no mol·lVa ~n ning.una fonn~:por 
que med1os de prueba quedo ··:!stable . do ante dicho Magistra­
·do que el señor Heriberto Rijo hq.bí . tu'rbad'o la posesión· de 
The Central Romana Inc en fa parcela No. 101, úi'l'a misma 
se·ntencia del Tribunal de.iierras está motiv(\-:1~ en cuanto a la 
recibibilfdad de la demanda posesoria de ' qictiá C:·9m'pañía"¡ y 
26., que l•por otra parte diclia sentenCia· lÍO se expresa 'de iltla 
r~láper~ ,elata y p~ec.i'sa en 'cuanto a que una de'man?a 1 poseso~ 
n~ no puede subsistir después que un terreno ha sido sanea.:. 
dó por sentencia final del Tribunal de Tierras''. ' 
- 1 

Cons-id rando. en lo que se refiere al primer aleg:ato: qur 
la sentencia impugnada desestima por improcedente la apela.: 
ción interpuesta por Rijo contra la sentencia de la Alcaldía de 
HigüP.y; que su dispositivo se esclarece al relacionarlo con los 
motivos de esa misma sentencia, motivos de los cuales resul­
tan los verdaderos sentido y alcance del referido fallo, ya que 
el Juez de Apelación, ha declarado precisa y claramente "que 
la Ley No~ 1154, a-rtículos 4 y 5, atribuye una competencia. es- . 
pedal a lo,& Alcaldes para conocer de las acciones relativas a 
tern;n9~· ¡~n lqs,'Fualys¡ se e~tá efe~tilando una mensura catas­
'tral, ·hasta la septenqa fin~!' - del Tntnmal Superior de Tierras; 
q~;e · t.ambjén Ja ' misma ley concede upa '_¡:?mpetencia especial 
a, rlos jueces del Tribunal de Tierras, como es la <fe cono.cer en 
a)~~latión de dichas .sentencias en materia pose'sor~a; que el he­
cho de conocer un JUez del Tribunal de Tierras de· una apela­

.'~ion :de ese género -después de_la s.entencia fim11 del Tribunal 
Superior de Tierra-s, implicaría el desconocimiento de ésta, y 
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fiaría frustrato'rio el saneamiento decretado p0r ese Alto Ttibu::: 
na! que pone cese a toda litis sobre dicho terrelio". 

Considerando, que tales motivos wmprueban que, por su 
sentencia del diez y ocho de Octubre· de mil novecientos treirtta: 
y tres, el Juez. de Apelación, lejos' de confirmar upresa e im~ 
plícitamente el. referido fallo de la Alcaldía de la' común de fiiP,. 
güey,' ha declarado su incompetencia y explicado suficienf~-: 
mer1te por qué no·éra posible que ·tohbciese dertal apel.ación~ 
que, eli esas condkiones, el disposi.tivo ae• la 'séiilencia impug'-' 
nada' significa qu~;; como no era competente el Juez de Ape­
lación para conocet de ésta, la desestiima'ba por 'Hnprocedente: 

Considerando, en lo que respecta al segundo alegato: qué 
la sentencia impugn~da· contiene, contrariamente a lo que afir­
ma; el : rect1rrente, motivos suficientem~nte ·c1aro~ · y precisós, 
cuando, después de referirse al principio fundamental. que en­
cierra el:arHculo 7,0·'de 'la Ley de ~egistro de· Tief1-as,' ex11.5a 
que~' '·es inconcebible, que dentro •del sistema de la Ley de Tier­
ras; persistan acciones posesori~s so e 'terrends' ·que han sido 
saneados definitivamen~ por el .. ounal SupeFior de Tierras, 
puesto que evitar ese es; ado d' cosas e~ el fin que ha perse-
guido el legislador". · ' · · . 

Considerando, que, en tales condiciones, carecen de bas~ 
los incJicaHos alef1.itos y, desde lueg~ •. no res , a9misible el me­
~.ip qe c~sación relativo· a la 'rnotivación dé la sentencia impug-
nada. · . 
. En cuanto al ,primero y segun'do ,inedios reunidos, basados 
én 'la violación de ios artkulos 23 y 34' de1 Có9igo de Procedí .. 
miento Civil y en la violación del artículo 25 cte'l mismo Códig:o: 

Con¡;iderando, que, como ha,J;ido expresado anteriormen­
te en esta misma sentencia. no tiene fundamento la pretensión 
del recurrente segiÍin la cual la sentencia impugnada ha con­
firmado implícitamente la de la Alcaldía de la <:omún de Hi­
güey; que, habiendo en real·idad declarádose incompetente el 
Juez de apel(:lción para conocer del recurso ·intentado por Rijo, 
no puede éste · atacar útilmente la sentencia objeto del pre­
sente recurso, basándolo en medios que no podrían ser dirigi­
dos sino contl a la sentencia apelada, como son: 1o., el que se 
basa en el . alegato de que la sentencia de la Alcaldía no con­
tiene ninguna prueba relativa a que The Central Romana Inc. 
intentara su acción contra Heriberto Rijo dentro del año de la 
turbación que ella le atribuía a éste, y no . contiene tampoco 
prueba alguna de que dicha Compañía, un ano antes, a lo me­
nos, se hallaba en la pacífica posesión del terreno litigioso, 
como tampoco hizo caso al pedimento de Rijo tendiente a que 
se le permitiera presentar testigos para probar su indicada po-
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sesión, y 2o., el medio fundado en el alegato de que el Juez 
Alcalde involucró lo posesorio con lo petitorio. . 

Considerando, que también carece de fundamento el ale­
gato según el cual dicho Juez de apelación involucró en la sen­
tencia impugnada, lo posesorio con lo petitorio, ya que en ésta 
hizo una conecta aplicación de los principios fundamentales 
que encierran los artículos 70 y 81 de la Ley de Registro de 
Tierras, lo mismo que los artículos 4 y S de la Ley No. 1154, 
de fecha veinticuátro de Mayo de mil novecientos veintinueve. 

Considerando, que, en consecuencia, deben ser igualmen­
te desestimados los medios primero y segundo del presente 
recurso. 

Por tales motivos, rechaza el rerurso de casación inter­
puesto por el señor Heriberto Rijo, contra sentenda dictada 
por el Juez Eudaldo Troncoso de la Concha, del Tribunal de 
T!J.r;fas, de fecl;la diez y ocho del mes de octubre del año mil no­
vFcit!htos treinta y tres, dictada en favor de The Central Roma. 
na lnc., y condena a la ~te recurrente al pago de las costas. 

(Firmados): J. Alcibíac!~!~/loca.--i1!lugusto A. Jupiter-Dr. 
T. Franco Franco.-Mario A. Saviíió{-N.H. Pichardo.-Ap. 
de Castro Peláez. . ·, 

Dada i firmada ha sido la anterior sent~ncia por los Se­
ñores Jueces que más arriba figuran, en la audiencia pública 
del día treinta del mes de Enero del mil novecientos treinta y 
cinco, lo que yo, Secretario General, certifico.-(Firmado): 
EuG. A. ALVARf':Z. -

---·-----
DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 

REPUBLICA DOMINICANA. 

LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA. 

EN NOMBRE DE LA REPÚBLICA. 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Dr. José 
E. Aybar, Cirujano Dentista, domiciliado y residente en 1~ ciu­
dad de Santo D0mingo, contra sentencia de la Corte de Ape­
lación del Departamento de Santiago, de fecha veintinueve del 
mes de Octubre del año mil novecientos treinta y dos, dictada 
en favor de The Maryland Casualty Company. 

Visto €1 memorial de casación presentado por los Liéen-
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sesión, y 2o., el medio fundado en el alegato de que el Juez 
Alcalde involucró lo posesorio con lo petitorio. . 

Considerando, que también carece de fundamento el ale­
gato según el cual dicho Juez de apelación involucró en la sen­
tencia impugnada, lo posesorio con lo petitorio, ya que en ésta 
hizo una conecta aplicación de los principios fundamentales 
que encierran los artículos 70 y 81 de la Ley de Registro de 
Tierras, lo mismo que los artículos 4 y S de la Ley No. 1154, 
de fecha veinticuátro de Mayo de mil novecientos veintinueve. 

Considerando, que, en consecuencia, deben ser igualmen­
te desestimados los medios primero y segundo del presente 
recurso. 

Por tales motivos, rechaza el rerurso de casación inter­
puesto por el señor Heriberto Rijo, contra sentenda dictada 
por el Juez Eudaldo Troncoso de la Concha, del Tribunal de 
T!J.r;fas, de fecl;la diez y ocho del mes de octubre del año mil no­
vFcit!htos treinta y tres, dictada en favor de The Central Roma. 
na lnc., y condena a la ~te recurrente al pago de las costas. 

(Firmados): J. Alcibíac!~!~/loca.--i1!lugusto A. Jupiter-Dr. 
T. Franco Franco.-Mario A. Saviíió{-N.H. Pichardo.-Ap. 
de Castro Peláez. . ·, 

Dada i firmada ha sido la anterior sent~ncia por los Se­
ñores Jueces que más arriba figuran, en la audiencia pública 
del día treinta del mes de Enero del mil novecientos treinta y 
cinco, lo que yo, Secretario General, certifico.-(Firmado): 
EuG. A. ALVARf':Z. -

---·-----
DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 

REPUBLICA DOMINICANA. 

LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA. 

EN NOMBRE DE LA REPÚBLICA. 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Dr. José 
E. Aybar, Cirujano Dentista, domiciliado y residente en 1~ ciu­
dad de Santo D0mingo, contra sentencia de la Corte de Ape­
lación del Departamento de Santiago, de fecha veintinueve del 
mes de Octubre del año mil novecientos treinta y dos, dictada 
en favor de The Maryland Casualty Company. 

Visto €1 memorial de casación presentado por los Liéen-
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ciados Quírico E. Pérez B. y Arturo Napoleón Alvarez, aboga­
dos de la parte recurrente, en el cual se . alega, contra la sen­
tencia impugnada, las violaciones que más adelante se expon­
drán. 

Oído al Magistrado Juez Relator. 
Oído al Licenciado Quídco E. Pérez B .. por sí y por el Li­

cenciado Arturo Nápoleón Alvarez, abogados de la parte inti­
mante, en su escrito de alegatos, ampliación y conclusiones. 

Oído al Licenciado Carlos Sánchez y Sánchez, por sí y 
por el Licenciado Leonte Guzmán Sánchez, abogados de la 
parte intimada, en su escrito de réplica, ampliación y conclu­
siones. 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 
la República. -

La Suprema Corte de Justicia, e.n funcio1~es de Corte de 
Casación, después de haber deliberado y vistos los artú;,w,los 
141 del Código de Procedimiento Civil, 1134 del Código '~1, . . 
la cláusula ·•A" del contrato de se 1ro y el artículo 71 de la 
Ley sobre Procedimien\ de Casa: 's l. 

Considerando, que iel est io de la sentencia contra la 
cual se recurre resulta, n hecho: 1o., que, en fecha quince de 
abril del mil novecientos veintinueve, el Dr. José E. Aybar di­
rijió a la MarylaPfl Casualty Company un aviso de accidente, 
relativo a su can·o Buick, asegurado, según contrato interve­
nido entre aquél y ésta en fecha ocho de febrero de. ese mismo 
año, aviso en .el cual expresó, in-fine. lo siguiente: "Mi carro 
Buick iba para Santiago, y uno ele mis compañeros mandó a 
parar el carro, deteniéndose éste casi al medio de la carretera 
po1~ haber montones de .piedra a la derecha. Detrás venía el 
Capitán Coceo, manejando su carro Nash y al ver que no ha­
bía suficiente espacio para pasa_r y creyendo el choque inevi­
table, optó por tirarse a la zanja, voléándose el carro e incen­
diándose a consecuencia de la volcadura"; 2o., que el veinte 
de abril del mil novecientos veintinueve, el señor Coceo hizo, 
a dicho Dr. Aybar, una intimación de pagarle la suma en que 
apreciaba tos daños y perjuicios resultantes del indicado acci­
dente, contestando este a aquel, en el mismo acto y en la mis­
ma fecha: "que comprende que tiene la culpa del accidente, 
pero que no puede pagar esa suma; que él tiene una póliza 
con la Maryland Casualty; que hablen con esa compañía"; 3o., 
que demanqado, el primero de mayo de mil novecientos vein­
tinueve, el Dr. Aybar por el señor Coceo, en daños y perjuicios, 
ante el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Santo Domingo, no constituyó abogado y, por sentencia de fe­
cha veintitres de julio de mil novecientos veintinueve, el men-

·" 



donado tribunal pronunció el defecto contra la .parte dentanda.t 
da, acojió Ías conclusiones del demandante-y, por consecuen­
cia, condenó a aquel a pagar a éste la cantidad a que ascen­
dieran los dai'íos y perjuicios por él experimentados a causa 
del mencionado accidente, da-ñbs y perJuicios que debían ser 
demostrados por estado, y, por' último, lo c,.ondenó al págo de 
las costas del procedimiento, s~ntencia que fué notificada a lé:l 
parte perdidosa, H diecisiete de 'élgosto de mil rrovecielltos vein­
tinueve; 4o., ·c¡).H~, el diecinueve de agosto de ese mismd año, 

· la compañía ·áseguradora (ál acusar reCibo a! ;Dr. Aybar de la 
copia de la 1s'entencia contra ' éste renMda) declaró :a1 asegura­
do, por escrito, que declinaba toda responsabilidad en el refe:.. 
rido caso, por creer que Ayh~r no había' cum'p;Iidó con eÍ pár­
rafo primero de las condiciones y excepciones de la póliza, 
declinación de ' responsabilidad que ¿licha compañía 1 enovó, 
p~to de alguacil, el siete de setiembre ele mil · noveciento~ 

· veintinueve; 5o., 'que, según recibo firmado por el ·señor Joa­
quín Coceo, en fecha o Q de setie~11bre de' n1,il novec. ieritos 
veintinueve, el Dr. Ay bar 'p -·a éste ~ surna 'de dos mil cien­
to cincuenta pesos oro ( $215 ·. 0), , p concepto de las conde­
naciones pronunciadas por la se1iten a que se ha afudidó: 
6Q., que el veintiseis de setiembre de mil novecientos veintil1u'e..: 
ve, notificó Aybar, a la compañía asegurado\a, un -acto, n1e..: 
diante diligencia de 'alguacil, pbr el cuaJ declaraba 1que no t1a.:. 
bía pagado aún el monto_de las condenaciones contra él p'to­
nunciadas, que aún no se le ' había hecho, a él asegttrado, 
ninguna intimación :d~ pago o mandamiento tendiente •é:l ·eje­
cución y que, por lo ta!1to, podía la compañía requerida hacer 
oposición a la sentencia que había intervenidO'; 7o .. que el br, 

. Aybar demandó, en fecha diez y siete de ·diciembre de m.il nove­
cientos veintinueve, por ante el Juzgado 'de Primera lrlstanda 
del Distrito Judicial de Santo Dominx ;, .a la Marylahd C<!sdal.~ 
ty Company. en pago de la suma de dos mll cjehto cii1cueilta 
pesos oro ($2150.00) Qlás los intereses legalés a· contar de la 
fecha de la demanda y pago de fas costas; 80.;, (fue. ~n fecha 
veinticinco de octubre de mil novtcientos treinta, el tribunal, 
así apoderado del caso. rindió una sentencia· antes de hac~t 
derecho, por la cual adn'litió a la parte demandante a probar 
por testigos la entrega, a la compañía aseguradora, que Aybar 
pretende haber hecho, de todos las. citaciones y del empfaza­
miento por él recibidos, sentencia que reservó expres<Jmente a 
la parte . demandada el derecho de recurrir a un contra-infor­
mativo; 9o., que habiéndose llevado a efecto tanto el informa­
tivo como el contra-informativo y habiendo el tribunal cono­
cido del fondo de la causa, en fecha veintiocho · de febrero de 
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mil novecientos treinta y uno, . dicho tribunal dictó senten­
cia, el veinticinco de marzo de ese mismo año, ,pc;>r,. la que 
condenó a The Maryland Casualty a pagar a1 Dr. Aybar la 
cantidad de dos mil ciento cincuenta pesos oro ($2150.00) 
y todos los costos del procedimiento; 10o., que no confor­
me con esa sentencia 1 interp4so recu.rso de apelaéió_n T~.t 
Maryland Casualty Colflpany, en fech.~ Jtuínc,~ . ~~ · apri.l <:!el 
mil novecientos treinta y ,uno_¿ 11o., qpe la Córtt de Apel~ci.óp 
del Departamento de Sa1;1to uomingo, rindió, el ocho de julio 
de ese mismo año, ,su sentencia que dese~timó el indicado rer 
curso de alz?da1 por irpprocedente y mal f~nda99, y c9nf¡npó 
en todas. sus partes la sentencia apelada; 12o., que, contra la 
citada sentenci,a de la C9rte de Apelación de ~anto Domingo:·. 
recurrió en casación la co,:npañ¡a aseguradoia, recurso sobre 
el cual intervipo la sentencia deJa Suprema <:;wte cle ~usticia:, 
_de fecha veintinueve de febrfrO de · milnov,ec}en).os treit y 
dos, la cual casó la decisión impugnada, conde,nó al Dr. :Aybar 
al pago ele las costas y ~1vió el as u ·· por aáte la Corte de 
Apelación del ·Departan' nto Jt ,tGial de Santiago; 13o., que, 
ante dicha Corte de env\ , la 1\~~land Casu,alty C<:>mpany con­
el uyó pidiendo la revoca~· ón de la sentencia apelada, el recha­
zo de la demanda contra ella incoada por el Dr. Aybar y, por 
último, la conder1dción del intimado en las costas, concl~siones 

,para las cuales tomó como base, la Compañía aseguradora, el 
_in,curnplimiento por el asegurado de la cláusula "A" de la pó­
liza, tanto en lo que concierne a la obligación de remitir a ·di­
cha compañía todos los actos que fueron notificados .al Dr. 
Aybar, cuanto ·en lo que respecta a la obligación de- cooperar y 
_de prestar auxilio en la defensa de los intereses de la compar 
_qía; 14o., que, a esas conclusiones respondió el intimado pi;­
_diendo el rechazo de la apeláción _por impliOcedenté y mal fun­
_d,a<;Ja, lfl con~irmación de todas sus partes de la sentencia a pe- · 
.lada ;y la cop~enación de la compañía intimante en las costas; 
.15o,, que. ef . veh~tinueve de Octubre de mH novedentos trein.­
ta y dqs, la ,'Cprte de Apelación de Santiago. rindió sentencia, 
_por 1~ cual ~:ev~có la .qpe era objeto del indicado recurso de 
apelacion y, obrcp;ldo.-.por propia autoridad, rechazó la de­
manda intentada, corno se ha visto, en fecha siete de diciem­
bre de mil novecientos veintinueve, por el Dr. Aybar contra la 
mencionada compañí~l, y condenó a éste al pagp de las costas 
de ambas instancias. 

Considerándo, .quf,. contra esta sentencia de la Corte de 
Apelación del Departamento Judicial de Santiago, ha inter­
puesto recurso de casación el Dr. José E. Aybar, quien funda 
dicho recurso en los dos medios siguientes: 1o., violación del 
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artículo 141 del Código de Procedimiento Civil, y 2o., violación 
de la cláusula "A" del contrato de seguro y violación del ar­
tículo 1134 del Código CiviL 

Considerando, que The Maryland Casualty ·company opo­
ne a dicho recurso un fin de inadmisión, basado en la falta de 
interés, que es preciso examinar previamente; que dicho fin 
de inadmisión consiste en alegar: a) que, como el Dr. Aybar 
no ha atacado la ·base que el quinto considerando de la sen­
tencia dá al dispositivo de ésta, cuando declara que la cláusu:. 

· la "A" ha sido también violada, por dicho recurrente, al reco­
nocer su culpabilidad en el accidente referido, la sentencia sub­
sistiría, de todos IlJOdos, aún suponiendo, por hipótesis, que 
los otros medios de casación invocados por dkho Dr. Aybar 
pudiesen ser fundados; b) que la sentencia impugnada subsis­
tipa,. también porque el Dr. Ay bar hab1·ía siempre violado ·el 
<S,ct(rato de seguro (ya que no remitió a la compañía el empla­
zamiento introductivo de instancia) aun cuando, por hipótesis, 
se considerase fundado cnedio porl:~' cual el recurrente com- . 
bate las consecuencias que l'á.._-Corte , Santiago ha deducido 
del asentimiento, dado por Aybar, a 1 / sentencia que intervino 
en su perjuicio y a favor del señor C ·eco. 
· Considerando, que tal medio de inadmÁ?ión no puede ser 

acogido, en ninguna de sus partes; que ello ~s así, en primer 
lugar, porque si es verdad que el segundo medio del recurso 
se encuentra principalmente dirigido contra la sentencia im­
pugnada porque ésta establece, mediante la comprobación del 
pago efectuado por Aybar, la violación de la póliza en su cláu­
sula "A,, no es menos cierto que también comprende su me- . 
morial de pedimento, y desarrolla suficientemente el de amplia­
ción, la impugnación de la afirmación que hace la sentencia 
recurrida, en cuanto a la violación de la cláusula "A", dedu­
Cida del .reconocim'iento .de culpabilidad hecho por el mencio­
nado Dr. Ay bar; · y no puede ser acogido el referido medio de 
inadmisión, en segundo lugar, porque el recurso se encuentra 
dirigido también contra la afirmación que hace la sentencia im­
pugnada con respecto a la no entrega deJ acto de demanda no­
tificado al Dr. Aybar por el señor Joaquín Coceo. 

En cuanto al primer medio del recurso. 
Considerando, que el recurrente alega que la · sentencia 

impugnada ha violado el artículo 141 del Código de Procedi­
miento Civil, porque dicha sentencia reposa ese-ncialmente, a 
su entender, en los resultados del informativo y del contra-in­
formativo practicados, y. sin embargo, no contiene motivo al­
guno relativo a la admisión del contra-informativo por la Cor­
te de Apelación, a pesar de que dicho recurrente Aybar con-
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cluyó ante esa Corte pidiendo la confirmación, en todas sus 
partes, de la sentencia apelada, y a pesar tambjén de que esta 
úitima sentencia, al examinar las tachas formuladas, oportu­
namente, ante el Juez Comisario, por el indicado Dr. Aybar, 
expresó en su considerando que el testimonio- de las personas 
que declararon en el contra-jnformativo "no tiene la fuerza 
probanté que indispensablemente se requiere para la de_cisión 
de una litis, i, en consecuencia, las tachas propuestas por -la 
parte demandante deben ser estimadas"_. 

Considerando, que, ante la Corte de Apelación de Santia­
go, como queda expresado, el actual recurrente concluyó pi­
diendo "la confirmación de la sentencia en todas sus partes"; 
que, por otra parte, consta en la sentencia apelada que, en la 
audiencia en que el Juzgado de Primera Instan_cia del Distrito 
Judicial de Santo Domingo conoció del fondo de la demanda, 
dicho recurrente concluyó como lo había hecho en la 'prh 
audiencia, esto es, en la que precedió la sentencid que ordenó 
el informativo i reservó fxpresame1~l derecho de la part~ 
demandada de recurrir ' la coP~t'fá-información testimonial; 
que, en consecuenda, la conclu~nes presentadas ante el Juez 
de Primera Instancia, po. el Dr. Aybar, no comprendieroN nin- • 
gún pedimento relativo a las tachas que había formulado, ante 
el Juez Comisaric~ con relación a- los testigos que declararon 
en el contr::1-informativo realizado a iniciativa de la parte Be­
mandada, The Maryland Casualty Company; que, en consecuen­
cia, q1,1ed~ evidenciado que las consideraciones que hace dicho 
Juzgado de Primera Instancia, en su sentencia, no respondie­
ron a conclusiones presentadas con ese fin por el demandante 
Dr. Aybar.' 

Considerando, por otra parte, que el dispusitivode la sen­
tencia apelada no contiene ninguna decisión relativa a las ta­
chas; que dicha sentencia trata de éstas solamente en sus mo­
tivos. 

Considerando, que las conclusiones sentadas en apelación, 
cuando en ellas s'e pide solamente la confirmación de la sen­
tencia de primera instancia, no someten al examen de los jue­
ces de apelación sino las cuestiones decididas en el dispositivo 
de la sentencia apelada; que si es cierto que, cuando una d·e 
las partes concluye en apelación pidiendo la confirmación de 
la sentencia de los primeros jueces, (la que le había dado ga­
nancia de causa), se presume que reproduce por ello mismo 
sus conclusiones de primera instancia; no existe razón para 
comprender en dicha presunción lo que únicamente ha sido 
objeto de motivos, en la sentencia, sin haberlo sido ~ de las con­
clusiones. 
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Considerando, que, en tales condiciones, que son las del 
caso a que se refiere el presente medio de casación, los jueces 
de apelación no están obligados a examinar los motivos de la 
sentencia de primera instancia. 

Considerando, que, aun cuando se quisiera prescindir de 
la aplicación de tales principi<'>s, el primer medio del recurso 
no serja por elio menos infundado; que, en efecto, como queda 
expresado, consta en la sentencia impugnada que, ante lé:! 
Corte de Apelación de Santiago, la Maryland C;;.sualty Com­
pany concluyó pidiendo la revocación de la sentencia ape­
lada y el rechazo de la demanda . incoada por el Dr. Aybar, para 
cuyo pedimento se hasó,en el incumplimiento, por éste, de la 
cláusula "A" de la póliza: 1o.) porque no remitió el emplaza­
miento aludido a la dicha Compañía, y 2o.) porque no cooperó 
nLQ.restó auxilio a la misma; que la sentencia recurrida acojió 
~t1 conclusiones y comprobó, para ello, tres violaciones, a 
cargo del asegurado, de la indicada cláusula •·A,: la primera, 
consistente en la no en'&::~ del emp(azamiento, i las dos últi­
mas relativas a la obligaciofl\.de coo~rar y dar auxilio en la 
defensa de los intereses de la 'Comp<¡ñía; que, en esas condi-

" dones, debería la Suprema Corte dt Justicia, en sus atribu­
ciones de Co.rte de Casación, examinar si 1~ sentencia recur­
rida contiene, a pesar de todo lo alegétdo por el intim;uite ac­
tual, una motivación suficientemente clara y precisa que justi­
fique plenamente su dispositivo: 

Considerando. que, aun en tal suposición, la motivación 
que estc.1blece el quinto considerando de la sentencia atacada 
por el presente recurso y que será transcrito más adelante, bas­
taría para justificar plenamente el dispositivo de aquella senten­
cia, porque el solo incumplimiento de la obligación de coope­
rar y dar auxilio, especialmente en las graves circunstancias 
comprobadas, justificada por sí solo la violación de la cláusula 
"A" y, por consecuencia, la revocación de la sentencia apela­
da y el rechazo de la demanda interpuesta por el Dr. Aybar. 

Considerando, que, por las razones que anteceden, no pue­
de ser acojido el primer medio de casació11 invocado. . 

En cuanto al segundo y último medio del recurso. 
Considerando, que también alega el iutimante que la sen­

tencia recurrida violó la cláusula '•A" del contrato de seguro 
y el artículo 1134 del Código Civil., porque ella establece, en su 
quinto considerando; que dicho Dr. Ay bar ha v,iolado tales cláu­
sula y artículo, 1o.). al reconocerse culpable· del accidente y 
20. ), al prestar asentimiento a la sentencia rendida contra él y 
en favor del señor Coceo, alegato que el recurrente funda en 
que no podía falsear la verdad y en q1:1e, si pagó, fué después 
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de que la compañía aseguradora había declarado que declina- . 
ba toda responsabilidad en el accidente sufrido. 

Ccmsiderando, que la cláusula "A" de la póliza referida di­
ce textualmente así: "Deberá darse aviso inmediato por escri­
to a la oficina principal de la compañía o . a su agente autori­
zado, de todo accidente, reclamación o pleito derivado de tal 
accidente, con todas las citaciones o emplazamientos, di~po­
niéndose sin embargo, que la omisión del citado aviso inme­
diato no anulará ninguna reclamación hecha por el asegurado 
siempre que demuestre que fué razonablemente imposible su­
ministrar tal aviso inmediatamente y. que se dió tan pronto 
como razonablemente fué posible. Siempre ·que la · compañía 
solicite debe el asegurado ayudar a conseguir información, 
prueba y asistencia de testigos; y asimismo en todo tiempo da­
rá a la compañía toda cooperación y auxilio que razonable­
mente sea posíble". 

Considerando, por otra parte, que el aludido quirito .; • -
siderando de la sentenci~ de la Corte de Apelación de Santia­
go, dice textualmente a~ : "que fl)~ado Dr. Aybar, ha vio­
lado, además, la cláusu~ "A" q, la referida póliza, en lo que 
se refiere a que el asegti\ado debe prestar a la Compañía toda 
coopt>ración y auxilio en la defensa, cuando al contestar a una 
intimación de p~o del señor Joaquín Coceo, declaró, que te­
nía toda la culpa del accidente acontecido al automóvil del se­
ñor Coceo, y cuando condenado por una sentencia que toda­
vía era impugnable, a pagar una indemnización al señor Coceo, 
presta el más· formal asentimiento a dicha sentencia, pagañdo 
el monto de las conden<~ciones, cerrando así el paso a la Com­
pañía· aseguradora de toda defensa en el accidente ocurrido 

. entre el automóvil del sei1or Joaquín Coceo y el del Dr. Aybar 
por ella asegurado''. . · 

Considerando, que consta también en la sentencia ataca­
da por el presente recurso, que el· actual intimante Dr. Ayb.ar, 
con anterioridad al litijio judicial que existió entre el señor 
Coceo y él mismo, 1 espondió, el veinte de abril de mil nove­
cientos veintinueve, a la intimación de pago que le fué hecha 
por dicho señor Coceo, en esa fecha: "que comprende que tie­
ne la culpa del accidente, pero que no puede pagar esa suma; 
que él tiene una póliza con la Maryland Casualty, que hablen 
con esa corftpañía". 

Considerando, que, la actitud del asegurado debió consis­
tir en informar a la compañía de todos Jos detalles i circuns­
tancias de la causa i, más tarde, cuando fuera accionado por 
el señor Coceo, ponerle en causá para que defendiera ella mis­
ma sus propios intereses; que es evidente, como lo reconoció 



28. BOLEflN JUDICIAL. 

la sentencia recunida, que el asegurado, al tomar a su cargo. 
en las condiciones en que lo realizó, toda la culpa del acciden­
te ocurrido, no cooperó ni prestó auxilio a la defensa de la com­
pañía sino que, al contrario, hizo prácticamente imposible tat 
defensa. 

Considerando, que, la obligación establecida por la cláu­
sula "A .. , in-fine, a cargo del Dr. Aybar, es clara. precisa y en 
nada contraría al orden público; que ella responde fielmente a 
Jos principios fundamentales que rijen la institución del seguro; 
que dicha regla convencional se impone a la parte contra ·quien 
está establecida y su violación debe ser apreciada por los jue­
ces en toda su gravedad. 

Considerando, que, en tal virtud, la Corte de Apelación de 
Santiago ha consagrado, por su sentencia que es objeto del 
presente recurso, la sanción que corresponde a la indicada vio­
l~n del contrato de seguro. 

<.Considerando, por último, que no es menos cierto, como 
lo expresa 1a mencionaQa_ decisiónjul~cial, que e] Dr. Aybar ha 
violado, por segunda ve~cláusula' '\" de 1a póliza, en cuan­
to á la obligación, que pesab<P-iobre , de cooperar y de pres­
tar auxilio en la defensa de Jos intere~s de la compañía, cuan­
do dá su formal asentimiento a una sentencia (pronunciada 
contra él en defecto por falta de constituir a~ogado) que toda­
vía era impugnable, y ello antes de toda intimación de pago o 
mandamiento tendiente a ejecución, cerrando así el paso a ta 
compañía aseguradora en toda defensa; que, si es verdad que 
ese asentimiento formal fué dado por el recurrente después 
de la declinatoria de responsabilidad hecha por la compañía, 
el alcance de tal alegato. presentado por el Dr. Ay,bar, desapa­
rece cuando se le examina en relación con las circunstancias 
que rodean a aquel asentimiento, circunstancias que la Corte 
de Apelación. ha comprqbado, en hecho, con tpda claridad y 
precisión. 

Considerando, en efecto, 1o.), que demandado, el Dr. Ay­
bar. por el señor Coceo, no constituyó abogado ni puso en 
causa a la Campañía, ni hizo oposición a la sentencia pronun­
ciada contra él; 2o. ), . que ya, en fecha veinte de abril de mil 
novecientos veintinueve, antes de todo litijio judicial, el recur­
rente se había reconocido culpable del accidente ocurrido; 3o.) 
que ta l declaración de culpabilidad figura en la copia del acto 
de intimación de esa misma fecha, copia que el Dr. Aybar ale­
ga que fué enviada por él. sin pérdida de tiempo, a la Mary­
land Casualty Company; 4o.), que, a pesar de que, el ocho de 
setiembre de mil novecientos veintinueve, el actual recurrente 
había pagado al señor Coceo la suma a que ascendían las con-
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denaciones contra él pronunciadas, según recibo que consta 
en la sentencia, dkho Dr. Aybar, declaró, por acto de alguacil 
del veintiseis de setiembre del indicado año, a la Maryland Ca­
sualty Company, que no había pagado aún tales condenacio­
nes, que aún no se le había hecho ninguna intimación de pa­
go o mand<tmiento tendiente a ejecución y que, por lo tanto, 
podía la mencionada compañía hacer oposición a la sentencia 
rendida. 

Considerando, además, que, aún cuando no fuere com­
pletamente exacta la deducción de que aquel asentimiento ha­
ce la sentencia impugnada, habría que considerar ése motivo 
como superabundante, ya que la violación de la cláusula "A" 
por no haber el Dr. Aybar cooperado ni dado auxilio en la de­
fensa de los intereses de la compañía, resulta plenamente de­
mostrada y comprobada por el reconocimiento de culpabilidad 
que el mencionado Dr. Aybar realizó, desde el veinte de -il 
de mil novecientos veintinueve. " 

Considerando, que,Eor las razon expuestas, lejos de ha­
ber violado la sentencia, contra la e i1:1 se recurre la cláusula 
"A" de la póliza y el an; culo 1 ~4 del Código Civil, dicha sen­
tencia no ha hecho sino ~onsagrar el respeto debido a la una 
y al otro; que, en tal virtTid, debe igualmente ser desestimado 
el segundo y últiJ)l.O medio de casación invocado por el recur­
rente. 

Por tales motivos, rechaza el recurso de casación inter­
puesto por el Dr. José E. Aybar, contra sentencia de la Corte 
'de Apelación del Departamento de Santiago, de fecha veinti­
nueve de octubre de mil novecientos treinta y dos; dictada en 
favor de The Maryland Casualty Company, y condena a la par­
te recurrente al pago de las costas, distrayéndolas en prove­
cho de Jos. Licenciados Carlós Sánchez y Sánchez y Leonte 
Guzmán Sánchez, quienes aseguran haberlas av?nzado en su 
totalidad. 

(Firmados): Dr. T. Franco Frane,o.-D. de Herrera.-Ma­
rio A. Saviñón.-N. H. Pichardo.-Ap. de Castro Peláez. 

Da.da i firmada ha sido la anterior sentencia por. los Se­
ñores Jueces que mas arriba figuran, en la audiencia pública 
del día treinta y uno del mes de Enero del mil novecientos 
treinta y cinco, lo que yo, Secretario General, certifico.-(Fir-
mado): EuG. ·A. ALVAREZ. . -
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DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
REPUBLICA DOMINICANA. 

LA SUPREMA CORTE DE' JUSTICIA. 

EN NOMBRE DE LA REPÚBLJCA. 

Sobre el recurso de casacion interpuesto por el Licencia­
do Ramón A. Jorge Rivas, en nombre y representación del se­
ñor Manuel Cabrera, mayor de edad, agrkultor, del domicilio 
y residenGia de Vuelta Larga, Sección de la común de Santia­
go, contra sentencia de la Corte de Apelación del Departamen­
to de Santiago, de fecha diez y nueve de octubre de mil nove­
cientos treinta y cuatro, que confirma la sentencia del Juzgado 
de.J~.rimera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, de fecha 
6.Kiseis de julio del mismo año, que lo condena a sufrir la 
pena de un año de prisión correccion~ y al pago de las costas, 
por el delito de violac~ a la Ley · . 1051, en perjuicio de 

. tres menores que tiene procr~dos e J su esposa señora Mer­
cedes Toribio de Cabrera, los cuales están bajo el cuidado de 
~~. 1 

Vista el acta del recurso de casación, . ~vantada en la Se­
cretaría de la Corte de Apelación, de fecha veintiseis de octu­
bre de mil novecientos treinta y cuatro. 

- Oído al Magistrado Juez Relator. 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 

la República. . 
La Suprema Corte de Justicia, en funciones de Corte de 

Cac;ación, desp~1és de haber delibnado y vistos los artículos 1 y 
2 de la Ley No. 1051 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación. 

Considerando, que la Ley No. 1051 dispone en su artícu­
lo 1o. que el padre en primer término, y la madre, después, 
están obligaqos a alimentar, vestir, sostener, educar y procu­
rar albergue a sus hijos menores de 18 años que hayan naci­
do o no dentro del matrimonio, y en su artículo 2o., que el pa­
dre o la madre que faltare a esa obligación, o se negare a 
cumplirla y persista en su negativa después de haber sido re­
querido a ello, sufrirá la pena de no menos de un año ni más 
de dos de prisión correccional. J 

Considerando, que es constante en la sentencia impugna­
da que el acusado Maauel Cabrera desatendió a las obligac.io­
nes que tenía como padre respecto de sus tres hijos menores 
procreados con su esposa Mercedes ·Toribio de Cabrera, a pe-
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sar de haber sido requerido a ello sin que cumpliera la oferta 
que hiciera de pasarle una pensión de tres pes0s; que al con­
denarlo a sufrir la pena de un año de prisión correccional, la 
Corte de Apelación del Departamento de SanFiago, no hizo 
sino una recta aplicación de la Ley y el presente recurso de ca-

. s-ación debe ser rechazado por infundado. 
Por tales motivos, Primero: rechaza el recurso de casa­

ción interpuesto por el Lic. R . . A. Jorge Rivas, en nombre y 
representación del señor Manuel Cabrera, contra la sentencia . 
de la Corte de Apelación del Departamento de Santiago, de fe­
cha diez y nueve de octubre de mil noveci€ntos treinta y cua­
tro, que confirma la sentencia del Juzgado de Primera Instan­
cia del Distrito Judicial de Santiago, de fecha veintiseis de Ju­
lio del mismo año, que lo condena a sufrh· la pena de un año 
de prisión correccional y al pago de las costas, por el delito de 
violación a la Ley No. 1051, en perjuicio de tres rnenoreL'; .• e 
tiene procreados con su esposa señora Mercedes Toribio de Ca­
brera. los cuales están 'bajo el cu~o d€ ésta; y Segundo: 
condena a dicho recurn~nte al ¡ago de las costas. · 

(Firmados): J. Aici¡.ades Roca.-Augusto A. Jupiter.~ 

/Jr. T. Franco Franco.-Mario A. Saviííón.-D. de.Jjedera.­
N. H. Piclzardo . .!.._Ap. de Castro Peláez. 

Dada y firmada ha sido la anterior sentencia por los Seño­
res Jueces que más arriba figuran, en la audiencia pública del 
día treinta y uno de Enero del año mil novecientos treinta y 
cinco, lo que yo, Secretario General, certifico.-(Firmado): 
EuG. A. ALVAREZ. 
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Labor de lo Supremo torte de Justicia 
durante el mes de Enero de 1935. 

A SABER: 

Recursos de casación conocidos en audiencia pública, 
Recursos de casación civiles fallados, 
Recursos de casación correccionales· fallados, 
Sentencias en jurisdicción administrativa, 
Sentencias sobre suspensión de ejecución de sentencias, 
A.Jl.tQs admitiendo recursos de casación, 
MHbs pasando .expedientes al Magistrado Procurador Gene-

9 
4 
2 
8 
5 
6 

ral de la República 'fíi.ra fines de ~;ictamen. 8 
Autos designando JuecesR elatores, \ - 10 
Autos fijando audiencias, 'l) 6 

(t Total de asuntos: --s8 

Santo Domingo, Enero 31 de 1935. 

EUGENIO A. ALVAlrEZ, 
Secretario General de la Suprema 

Corte de Justicia. 

Santo Domingo, R. D. 
IMPRENTA MONTRLVO. 

1935. 
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